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PROYECCIONES DE MEDIANO 

PLAZO 

SEÑOR DIRECTOR: 
Cada año, el Ministerio de Ha- 

cienda convoca a un comité de 

expertos para efectuar proyeccio- 

nes del PIB tendencial en el marco 

del cálculo del balance estructural 

y diseño del presupuesto. La ten- 

dencia se refiere a la capacidad de 

crecimiento sostenible de la eco- 

nomía en el mediano plazo. 

Para el período 2027-2031, la 

proyección del PIB no minero ten- 

dencial promedia un 2,3%, alcan- 

zando un 2,6% el 2027 y 2,3% para 

2030. Solo dos expertos proyectan 

un 3% para 2030. Con respecto al 

PIB total (minero más no minero), 

la proyección es 2,5% y 2,1% para 

2027 y 2030, respectivamente 

¿Qué puede explicar estas bajas 

proyecciones? Por un lado, una 

metodología que prioriza la in- 

formación del pasado y enfatiza 

el corto plazo; por otro, que los 

expertos son mas bien pesimistas 

sobre del futuro de la economía, 

en particular respecto a la contri- 

bución del capital (posibilidades 
de inversión) al crecimiento del 

PIB de tendencia. 

Mantener una proyección prácti- 

camente inalterada en torno a 2% 

para el año 2030 —considerando la 

última estimación del Banco Cen- 

tral de 1,9% para el PIB tenden- 

cial- resulta desalentador y poco 

convincente. Ello implica suponer 

que la Ley de Reconstrucción, una 

reforma procrecimiento, a dife- 

rencia de lo que se hizo en el pa- 

sado: reformas que redistribuían 

la riqueza producto del boom an- 

terior del precio del cobre, no tie- 

ne efectos sobre el crecimiento de 

tendencia. 

Luis Felipe Lagos M. 
Economista 

  

CUANDO EL PODER DECIDE 
QUIÉN INFORMA 

SEÑOR DIRECTOR: 

La reciente controversia generada 

en Estados Unidos, por la decisión 

de la administración del Presi- 

dente Donald Trump de excluir a 

determinados medios del acceso a 

la Casa Blanca, abre una discusión 

que trasciende la política contin- 

gente e interpela directamente a 

las democracias contemporáneas: 

el acceso a información de inte-   

rés público no puede depender de 

la valoración que una autoridad 

haga de quienes la difunden. 

La libertad de expresión no cons- 

tituye una prerrogativa especial de 

periodistas o medios de comuni- 

cación. Es, ante todo, una garan- 

tía indispensable para la delibe- 

ración democrática. Desde esta 

perspectiva, cualquier decisión 

que discrimine entre medios en 

función de su línea editorial o de 

la cobertura que realizan merece 

especial atención, pues el proble- 

ma de fondo no es quién formula 

las preguntas, sino las condiciones 

bajo las cuales se ejerce el escruti- 

nio público al poder. 

En una época marcada por la 

desinformación, la polarización 

y la pérdida de confianza insti- 

tucional, puede resultar tentador 

justificar restricciones en nombre 

de la seguridad, el orden o incluso 

la calidad de la información. Sin 

embargo, la experiencia demues- 

tra que las democracias se forta- 

lecen cuando amplían los espacios 

de transparencia y rendición de 

Cuentas, no cuando reducen las 

voces presentes en la conversación 

pública. 

La discusión actual recuerda algo 

esencial: en democracia, el poder 

no solo debe actuar dentro de la 

ley, sino también aceptar la crítica, 

la vigilancia y la incomodidad que 

supone ser observado. Cuando 

una autoridad comienza a decidir 

qué voces merecen acceso y cuáles 

no, el debate deja de centrarse en 

la calidad de la información y pasa 

a situarse en un terreno mucho 

más delicado: el de los límites que 

el poder está dispuesto a recono- 

cer para sí mismo. 

María José Labrador 
Directora Centro de Estudios de 
Comunicación Aplicada UDD 

  

LAGARTIJA DE MANCHA 

NEGRA 

SEÑOR DIRECTOR: 

De la nueva cárcel en Copiapó en 

pleno desierto, concesionada a la 

firma española Constructora San 

José en octubre de 2025, se de- 

ben realizar nuevos estudios para 

cuantificar y reubicar las parejas 

de lagartijas de mancha negra en 

peligro de extinción, encontrabas 

en el terreno donde será construi- 

da la futura cárcel. 

Esta inversión de más de 300 mi- 

llones de dólares que comenzaría 

a construirse el primer trimestre 

del próximo año se proyecta inau- 

gurar en 2031. Albergará a 2.160 

reclusos, 600 gendarmes y duran- 

te su construcción generará más 

de 500 empleos. 

Es de esperar que lo solicitado 

por los servicios medioambienta- 

les por segunda vez para evaluar la 

reubicación de las 8 lagartijas y 40 

cuevas registradas en el terreno en 

el primer estudio, permitan quese 

pueda construir con urgencia este 

edificio carcelario. 

Están pendientes además una 

investigación solicitada sobre el 

pequeño cactus llamado eriosyce 

odieri y el valor patrimonial de la 

estación Monte Amargo cercana al 

lugar. Sería deseable que los ser- 

vicios públicos involucrados en 

esta solicitudes así como también 

la empresa concesionaria agilicen 

estos trámites para iniciar pronta- 

mente la construcción que demo-   
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rará cuatro años para los 76.000 

m2 en los 53 edificios que tendrá 

la futura cárcel El Arenal y que ya 

lleva diez años de estudios. 

Yves Besancon Prats 
Arquitecto 

  

CARRERA POR LA IA Y 

SEGUNDA GUERRA FRÍA 

SEÑOR DIRECTOR: 
Durante las últimas semanas 

  

    

SUMARIOS ADMINISTRATIVOS: 

UNA REFORMA PENDIENTE 

SEÑOR DIRECTOR: 
El reciente informe de Contraloría General de la República 

(CGR) que da cuenta de 485 funcionarios/as de la Adminis- 

tración Central suspendidos/as preventivamente en sumarios 
administrativos entre 2020 y marzo de 2026, en 13 casos por 

40 más años, pone de relieve tanto la extensa duración de los 

procesos disciplinarios en la Administración como la disfun- 

cionalidad que puede tener la suspensión preventiva de los/as 

inculpados/as, particularmente porque siguen percibiendo su 

remuneración o, de haberse cerrado la investigación con pro- 

puesta de destitución, el 50%. 

La demora reduce el efecto preventivo de estas indagaciones 

y dificulta su éxito, particularmente si no se logra reunir prue- 

bas con rapidez, pero es frecuente si consideramos que cada 

sumario requiere comisionar personal para que se desempeñe 

como fiscal y actuario, manteniendo sus demás ocupaciones, 

y que el primero debe tener un rango equivalente al del incul- 

pado. Agréguese que no siempre se cuenta con investigadores 

especializados y que se trata de un procedimiento rígido; de- 

pendiendo del caso, pueden requerirse múltiples diligencias. 

Cerrada la investigación, toca a la jefatura superior estudiar 

los antecedentes y tomar una decisión, susceptible de recur- 

sos. Y aunque hay plazos, se entiende que no son fatales. Ini- 

ciar otro procedimiento por las demoras es posible, pero a la 

vista del cuadro descrito suena a broma de mal gusto. 

Simplificar y agilizar estos procedimientos requiere refor- 

mas legales y mejor gestión. El ideal sería contar con inves- 

tigadores externos especializados y con dedicación exclusiva 

(labor que a veces realiza CGR), pero esto supone recursos 

adicionales o un mejor uso de los existentes. En el contexto de 

la transformación digital, convendría disponer de plataformas 

que faciliten la tramitación con trazabilidad y transparencia, 

cautelando la reserva cuando corresponda. La suspensión 

preventiva, debería ser fundada y con duración máxima. Los 

sumarios que involucren a personal de mayor jerarquía de- 

berían resolverse por Contraloría (para evitar el conflicto de 

intereses que generan en la autoridad), que también podría 

sancionar directamente los casos de tardanza injustificada. 

La propia CGR acaba de emitir hace pocos días un instructi- 

vo que, entre otros puntos, recuerda la necesidad de cumplir 

los plazos y el carácter excepcional y justificado de las suspen- 

siones preventivas, generando un sistema para hacerles segui- 

miento. Un avance a destacar pero, que sin cambios legales, 

será insuficiente. Es de esperar que estos lleguen pronto por- 

que casos como los descritos afectan, injustificadamente, el 

prestigio de nuestro sector público. 

Enrique Rajevic Mosler 
Académico de Derecho Administrativo, U. Alberto Hurtado 

  

  

diversas voces han levantado el 

riesgo que podría implicar el de- 

sarrollo y avance de la inteligen- 

cia artificial para la existencia de 

la humanidad. ¿Qué tan proba- 

ble es que se concrete una pausa 
en el desarrollo de la inteligen- 

cia artificial en base a criterios 

de común acuerdo? Todo indica 

que poco probable. 

En esta segunda Guerra Fría, 

que enfrenta a Estados Unidos y 

China, el desarrollo de la inteli- 

gencia artificial es un campo de 

enfrentamiento y ambas poten- 

cias dedican esfuerzos y ener- 

gías para el desarrollo a la ma- 

yor velocidad posible y con los 

resultados más impresionantes. 

El mejor símil para tratar de 

comprender este escenario se 
encuentra en la primera Gue- 

rra Fría entre Estados Unidos 

y la Unión Soviética: la carrera 

por el desarrollo de la tecnolo- 

gía nuclear. El temor fundado 

era que la tecnología terminara 

destruyendo la humanidad. En 

ese conflicto se acuñó la idea de 

la destrucción mutua asegurada 

(MAD por sus siglas en inglés) 
que generó un delicado equili- 

brio entre ambas superpoten- 

cias para evitar un cataclismo 

nuclear. 

China y Estados Unidos pue- 

den tener un marco de desarro- 

llo diferente para la IA, pero am- 

bas superpotencias entienden 

que la capacidad de dominar 

esta tecnología es la clave de la 

primacía sobre el otro. Por ello 

no debe extrañar que los líde- 

res de ambos países descartaran 

una pausa y acusaran que es una 
estrategia del adversario para 

impedir el desarrollo tecnológi- 

co. Una reacción que podríamos 

encasillar sin problemas como 

esperable en un contexto de 

guerra fría. 

Mientras antes entendamos 

esta dinámica, podremos en- 

frentar mejor el debate de los 

próximos años por la carrera 

por la IA entre EE.UU. y China. 

Álvaro Iriarte 
Director de Contenidos 
Instituto Res Publica 
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